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PROPUESTA CIUDADANAPROPUESTA CIUDADANA

““POR OTRO MADRIDPOR OTRO MADRID’’’’

Suscriben: Acción en Red, AMESDE, Asamblea de Cooperación por la Paz, Asociación en Defensa 
de la Sanidad Pública de Madrid, CCOO de Madrid, CECU Madrid, Confluencias, Coordinadora por 
la Memoria Histórica y Democrática de Madrid, Coordinadora Verde de la Comunidad de Madrid, 
Demanda Joven, FAPA Giner de los Rios, Federación Regional de Asociaciones de Vecinos de 
Madrid (FRAVM), Foro Social de Madrid, Fundación Ateneo 1º de Mayo, Fundación Sindical de 
Estudios, Fundación Progreso y Cultura, Fundación Paz y Solidaridad, Fundación Socialismo sin 
Fronteras, No nos resignamos, Paz ahora, Sindicato Unificado de Policía SUP, Trasversales, UGT 
Madrid, Unidad Cívica por la Republica, Unión de Actores.
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PROPUESTA CIUDADANA “POR OTRO MADRID “

Por el Empleo, la participación social, la dignificación de las 
Instituciones y los Servicios Públicos, y el rechazo de la corrupción.

Las organizaciones sociales que firman esta Propuesta Ciudadana, consideran 
que en el actual momento socio-político es imprescindible y necesario hacer un 
análisis de las consecuencias de la crisis en nuestra región, del impacto de las 
políticas públicas desarrolladas y, al mismo tiempo, reclamar desde la ciudadanía 
a las diferentes propuestas políticas que actúen sobre los problemas reales de las 
personas, señalando aquellos que se deben abordar de forma prioritaria en la 
próxima legislatura.

Más de tres años de crisis financiera y económica han elevado la cifra de 
personas desempleadas en la Comunidad de Madrid a 522.100, dejando sin 
ningún tipo de protección social a más de 175.000. Los niveles de pobreza relativa 
han alcanzado un 14´5% de la población. En este escenario, no es posible que los 
principios inspiradores de la política sean los mismos que antes de la crisis 
actuando como si nada hubiera pasado.

Política que se ha basado en la devaluación nominal de los salarios y en la 
reducción de la renta disponible de las familias, deteriorando notablemente el 
poder adquisitivo de los madrileños y las madrileñas, pero inconcebiblemente en 
paralelo se ha ido reduciendo la fiscalidad a las rentas más altas y al gran 
patrimonio, lo que ha supuesto dejar de ingresar más de 15.000 millones de euros 
en la legislatura que acaba. En definitiva, se ha imposibilitado la recuperación del 
consumo y se ha autolimitado la capacidad del presupuesto autonómico para 
intensificar la inversión productiva capaz de generar empleo y el gasto social para 
proteger a las personas que presentan mayores necesidades.

Los resultados más visibles han sido un incremento del desempleo superior a la 
media nacional, una creciente brecha de las desigualdades, el estancamiento de 
la economía -Madrid es la región en la que más ha caído el PIB “per cápita”, 
según datos INE-, y un deterioro progresivo y generalizado de los servicios 
públicos y de los sistemas de protección social, que para muchas personas 
constituyen la única garantía de acceso a derechos fundamentales como 
educación, sanidad y atención y cuidados a personas en situación de 
dependencia.

Año tras año, en la Comunidad de Madrid, con los presupuestos regionales se ha 
recortado el sector público, transferido recursos al sector privado e impulsado un 
proceso de privatización de servicios considerados públicos y esenciales, 
especialmente la educación y la sanidad, desconocido en democracia. Se han 
reducido, en términos absolutos, las partidas de gasto social, y por ello, colectivos 
con mayores necesidades han visto mermadas sus posibilidades de desarrollo e 
integración quedando en riesgo de exclusión social (a día de hoy hay un millón en 
esta situación). Garantizar el derecho constitucional a la igualdad de trato y 
oportunidades de todas las personas, con independencia de sus capacidades, 
ideología, formación, cultura, religión, sexo, etc., es una responsabilidad y 
obligación ineludible de todo gobierno con independencia del proyecto político en 
el que se sustente.
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Un proyecto político que piense en la expansión económica “per se”, sin distribuir la 
mayor riqueza con equidad y solo busque el adelgazamiento de los servicios 
públicos, conseguirá el fortalecimiento exclusivo de reducidos sectores privados, 
por efecto de la privatización gradual y sistemática de esos servicios, realizando 
inversiones económicas descomunales que la ciudadanía madrileña no conoce con 
exactitud ni alcanza a comprender por la falta de transparencia. Decisión política 
basada, en todo caso, en criterios de mercado que sustituyen a criterios de 
necesidad, prioridad y eficiencia.

Por otro lado, la democracia debe estar inspirada en la transparencia y el 
protagonismo de las personas. La participación de la ciudadanía en la vida política, 
económica, cultural y social, es condición esencial intrínsecamente vinculada a la 
calidad de la democracia. En los últimos años esta condición se ha ido diluyendo, 
conceptos como diálogo, legitimidad, respeto institucional, participación social, etc., 
han desaparecido de la política regional. Por el contrario, prácticas que se asocian 
con la corrupción, el cohecho, la malversación de fondos públicos, la financiación 
ilegal de partidos políticos, el tráfico de influencias y la crispación institucional etc., 
se han convertido en la forma política de actuación habitual y consentida. Pero lo 
verdaderamente peligroso es la tolerancia que se empieza a instalar. Cuando la 
honestidad, la ética y la transparencia pierden valor y son reemplazadas por la 
indiferencia social y la impunidad, se debilita la democracia. Contra ello nos 
debemos movilizar en las urnas.

Un ejemplo de esta anomalía democrática en el comportamiento institucional ha 
sido la Ley de Medidas Fiscales y Administrativas para 2011, conocida como “ley 
escoba” o “ley mordaza”, que suprime la práctica totalidad de los foros de 
participación ciudadana, lo que la convierte, de hecho, en un “silenciador” de la 
sociedad madrileña. Estas medidas pretenden expropiar legitimidad y derechos 
constitucionales a las asociaciones y organizaciones sociales, de la educación y la 
sanidad, la economía, el medio ambiente, y a los sindicatos en su condición de 
representantes de los trabajadores y trabajadoras. Restringir o rebajar la 
participación de la sociedad en las instituciones es también un debilitamiento de la 
democracia.

La “ley escoba o mordaza” ha eliminado la voz y la participación en materias como 
medio ambiente, sanidad, educación, empleo, formación, juventud, mujer e 
igualdad, violencia de género, integración y desarrollo sostenible económico y 
social, ordenación territorial, suelo y vivienda o cooperación al desarrollo. Así, el 
Gobierno de la Comunidad de Madrid perderá perspectiva de la realidad al 
despreciar la opinión institucionalizada de la sociedad madrileña y se convertirá en 
un Gobierno autocrático, que desprecia los derechos, las necesidades, 
aspiraciones, inquietudes e intereses de la ciudadanía madrileña. A los escasos 
espacios de participación que se mantienen, se les somete a una 
instrumentalización política sin precedentes o se les condena a la inacción, caso 
del Consejo Económico y Social (CES) y el Consejo de Consumo.

Las organizaciones que firman esta propuesta consideran que el modelo neoliberal 
y sus recetas en la Comunidad de Madrid son un fracaso, han traído más 
desempleo, más desigualdad, más corrupción, más persecución de la opinión 
discrepante y menos participación democrática de la sociedad. En suma, más 
autoritarismo y menos libertad.
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Por todo ello consideramos que para salir de la actual situación de crisis financiera, 
económica, política y social que padecemos en la Comunidad de Madrid, es 
imprescindible un cambio de modelo tanto de las políticas públicas, de fiscalidad y 
economía, actitudes y conductas, como del modelo de desarrollo que prima en 
nuestra Comunidad. Es necesario poner límite a prácticas empresariales 
especulativas, así como buscar un acuerdo con el sector privado de la economía 
madrileña sobre las responsabilidades que este debe asumir con la sociedad, en 
especial las grandes empresas instaladas en nuestra región.

Reclamamos una salida de esta crisis reivindicando la importancia de la 
dignificación de la política y de la participación democrática de la ciudadanía. 
Creemos en la política limpia al servicio de las personas, sin corrupción ni 
sospechas de ella. Por ello, exigimos la persecución y castigo de la corrupción, la 
máxima colaboración del poder político con las investigaciones judiciales, y la 
expulsión de las Instituciones de todas aquéllas personas implicadas en un proceso 
judicial, y proponemos al Gobierno que resulte de la elección democrática del 22 de 
mayo la recuperación de la participación social en su máximas expresión 
constitucional, la dignificación y restitución de la confianza en las Instituciones 
Públicas de la Comunidad de Madrid.

Reclamamos también, una evaluación independiente y revisión objetiva de la 
gestión privada de servicios públicos esenciales, y especialmente, reorientar las 
políticas de suelo y vivienda; así como, la creación de órganos participados y 
transparentes para el control efectivo de las mismas, que no puedan utilizarse en 
beneficio particular, partidista y contra el interés general.

Exigimos un cambio de política económica en la región que tenga como objetivo 
central el empleo. Esto supone poner el dinero público al servicio de la creación de 
empleo, dinamizando el consumo y la inversión productiva para estimular el 
crecimiento económico, al mismo tiempo que se refuerza la cohesión social y se 
contribuye al cambio hacia un modelo productivo sostenible. Y de manera urgente, 
proteger a las personas desempleadas, especialmente aquéllas que han agotado la 
prestación por desempleo o cualquier otra ayuda.

Para los firmantes de esta propuesta, se debe acabar con el despilfarro y la 
injusticia fiscal en la Comunidad de Madrid. Hay recursos para ponerlos al servicio 
de la reducción del desempleo. Para ello, se debe empezar porque quienes no han 
contribuido todavía con su esfuerzo a hacer frente a la crisis, habiendo sido en 
algunos casos corresponsables de la misma, lo hagan. Proponemos una política 
fiscal que comience por la persecución del fraude y la economía sumergida, 
continúe con la eliminación de los regalos fiscales a las altas rentas y grandes 
patrimonios y culmine con una reforma fiscal progresiva en la que pague más quien 
más tenga e imponga un impuesto específico a las entidades financieras.

Es necesario racionalizar el gasto público de aquéllas partidas sobredimensionadas 
como la publicidad institucional del Sector Público, el número de altos cargos, 
cargos de confianza y asesores y la reducción de sus dietas, salarios y otros 
conceptos que puedan considerarse privilegios. Proceder a un reajuste en los 
actuales momentos de crisis de los contratos extraordinariamente beneficiosos 
para el sector privado, singularmente los relacionados con la privatización de la 
sanidad, la educación y los servicios sociales.
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En la Comunidad de Madrid el fracaso escolar ha crecido en los últimos años 
coincidiendo con el recorte del gasto educativo en la enseñanza pública y el 
incremento de las dinámicas de selección y segregación del alumnado, señas de 
identidad de un modelo educativo recogido en la derogada LOCE, que ha 
demostrado ser inadecuado para las necesidades actuales, pues con el paso de 
los años hemos ido empeorando la mayoría de los indicadores educativos mientras 
otras Comunidades Autónomas los han mejorado, por lo que reclamamos otra 
política educativa que ponga en el centro de sus prioridades actuar contra el 
fracaso escolar, corrigiendo sus causas y garantizando una enseñanza de calidad 
para todas las personas jóvenes en edad escolar.

La gravedad de la situación educativa exige un nuevo compromiso social y 
económico con la enseñanza pública en todos sus niveles. Esto comportará: 
elaborar una Ley de Educación para la Comunidad de Madrid que desarrolle la 
LOE y le dé estabilidad; abordar la convivencia escolar de forma integral mediante 
una nueva normativa; garantizar los derechos de toda la comunidad educativa a 
gestionar de forma democrática los centros educativos; incrementar el gasto 
educativo público por alumno; implantar las nuevas tecnologías integrándolas en el 
proceso educativo; evaluar de forma real el sistema educativo y todos los proyectos 
específicos existentes; realizar una revisión profunda de los tiempos escolares; 
cubrir todas las necesidades de plazas escolares públicas en todos los niveles; 
realizar un esfuerzo especial en toda la Educación Infantil y la Formación 
Profesional; una revisión de la situación de las Universidades Públicas; reordenar el 
sistema para eliminar la segregación actual; y compensar las desigualdades de 
origen para posibilitar el máximo desarrollo de cada persona.

La sanidad madrileña hoy está más endeudada que nunca, gracias a los más de 
10.000 millones de euros comprometidos en la compra de sanidad privada. Sin 
embargo, por un lado, la ratio de camas hospitalarias públicas por mil habitantes se 
encuentra en 1,99, igual que en 2007 y por debajo de 2003 cuando se situó en 2,01 
y, por otro lado, el principal objetivo de los últimos años, la reducción de las listas 
de espera, no se ha conseguido. Estas han aumentado en número y en tiempo 
promedio de espera en atención primaria, especializada, pruebas diagnósticas, e 
incluso en quirúrgicas. La imposición del Área Única no está suponiendo ninguna 
mejora de la calidad asistencial.

Quienes apoyamos esta propuesta reivindicamos que se garantice a la ciudadanía 
una atención sanitaria de calidad, basada en la igualdad efectiva y la equidad. Esto 
supone asegurar una respuesta en un tiempo razonable: 24 horas para atención 
primaria, 15 días en consulta de especialista y pruebas diagnósticas y establecer 
demoras máximas en intervenciones quirúrgicas según patología (a contar desde 
que se realiza la indicación). Y para ello es preciso un incremento de profesionales 
de la salud en todos los niveles de la atención sanitaria, una oferta hospitalaria que 
lo haga posible y una nueva reestructuración de las áreas de salud que mejore la 
organización y facilite la gestión descentralizada, ampliando las prestaciones en 
especialidades como odontología, oftalmología, etc, para la población sin recursos.

Constatamos que las privatizaciones se han abordado sobre la base de 
descapitalizar la sanidad pública y han deteriorado la calidad global del sistema 
sanitario de Madrid, derivando ingentes recursos para el lucro de las empresas 
privadas que han asumido la gestión hospitalaria. Por ello, exigimos la paralización 
del proceso privatizador y restituir la gestión pública en los centros y servicios 
médicos antes privatizados, procediendo de forma inmediata a optimizar al máximo 
las instalaciones y la oferta de servicios sanitarios de los mismos. Consideramos 
imprescindible un pronunciamiento en favor de la sanidad pública gratuita y 
universal, con rechazo inequívoco a cualquier fórmula de “COPAGO”.
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La Comunidad de Madrid es la tercera por la cola en la aplicación de la Ley de 
dependencia, existiendo en nuestra región más de 20.000 personas que teniendo 
reconocido el derecho a prestación no la disfrutan. No comprendemos que sobre 
una materia tan delicada se puedan plantear confrontaciones con otras 
Administraciones, impidiendo el ejercicio de derechos de ciudadanía o limitando la 
provisión de un servicio a personas que no tienen otra posibilidad de acceder a una 
vida digna. En consonancia con esta injustificada situación, exigimos el 
cumplimiento sin demoras ni trampas de la citada Ley y proponemos una inversión 
en equipamientos y personal que haga posible el mismo en las mejores 
condiciones.

La calidad de vida de nuestras ciudades se ve en serio riesgo por la 
insostenibilidad del modelo de crecimiento de los últimos años, provocando unas 
extraordinarias necesidades de movilidad de las personas, que se ha 
complementado con unas políticas que han fomentado el uso del transporte 
privado. La Comunidad de Madrid cuenta con el número de Km. de autovía por 
habitantes más grande de la Unión Europea y una de las redes de transporte 
público más deficientes, a pesar de las inversiones en metro. Las políticas tarifarias
asentadas en incrementes sistemáticos por encima del IPC y los “tarifazos” de los 
últimos años han sido un freno más al uso del transporte público. El resultado son 
unos índices de contaminación que en ciudades como Madrid son ya insostenibles 
e insalubres.

Quienes suscribimos esta propuesta consideramos que se debe impulsar el 
transporte colectivo público y poner trabas al uso del automóvil en las ciudades. 
Esto exige ampliar la red de transporte en toda la región, comunicando e 
integrando los diferentes modos, dotándola de aparcamientos disuasorios, carriles-
bus y carriles-bici en las carreras principales y aplicar una política de tarifas que 
incentive el uso del transporte colectivo.

La protección de los recursos naturales de nuestra Comunidad debe constituir uno 
de los objetivos prioritarios, rechazando todo crecimiento urbanístico que degrade 
aún más nuestros espacios públicos y el patrimonio rural, reconduciendo las 
políticas actuales de construcción de autovías, campos de golf, complejos 
comerciales que degradan nuestros parques naturales y nuestros ríos.

El abastecimiento de agua a la población es un servicio esencial que se provee en 
régimen de monopolio y consecuentemente, tal y como señala el artículo 128.2 de 
la Constitución, se debe reservar su actividad al sector público. Proponemos a las 
candidaturas que se presentan a las próximas elecciones autonómicas y 
municipales, un compromiso firme e inequívoco con la paralización del proceso de 
privatización del Canal de Isabel II puesto en marcha por el Gobierno actual. Y 
pedimos que rechacen cualquier forma de liquidación del patrimonio de los 
madrileños, que es fuente para promover políticas de igualdad social.

Por último, proponemos hacer un estudio en profundidad de la situación de la 
televisión pública, TELEMADRID, y devolverla su carácter independiente, su rigor 
informativo y la calidad de su programación, lejos de ser un instrumento de 
propaganda política. Rechazamos cualquier intento de privatización del canal 
público de televisión regional.
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http://www.facebook.com/pages/Por-Otro-Madrid/113403065408462

http://www.twitter.com/porotromadrid


